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    PRESENTACIÓN




    Emprendedores, ejecutivos y empresarios, para ser más eficientes, deben comprender que los aspectos legales de la empresa son cruciales en su destino y, por lo tanto, deben ser correctamente gestionados, para convertirlos en una ventaja competitiva que le otorgue mayor valor y rentabilidad a su organización.




    Esta premisa no ha sido entendida por muchos profesionales del mundo de la empresa, sean públicas o privadas. Estos ejecutivos dejan de lado o subvaloran los asuntos jurídicos al planificar un negocio o al ejecutarlo. No le dan la relevancia necesaria a temas como convenir un contrato, abordar contingencias financieras con implicancias tributarias o efectuar subcontratación de personal, entre otras tantas acciones de común ocurrencia en las organizaciones.




    La hipótesis sobre la que descansa este trabajo es que el empresario que pone de su lado la legislación y regulación de los negocios, conociéndola y gestionándola en sus aspectos claves, se encuentra con una ventaja competitiva difícil de imitar por sus competidores y, además, con una herramienta fundamental frente a las autoridades administrativas a cargo de las empresas.




    En general, los emprendedores y ejecutivos evitan comprender los alcances de sus obligaciones legales, ya que les parecen provenir de un mundo complejo y recurren a un abogado sólo cuando un eventual problema se agrava.




    En una economía globalizada e interdependiente, en que las regulaciones nacionales e internacionales tienen relevancia y en que el comercio se rige por abundante normativa cuya fuente puede ser la ley o la contratación privada, más que una necesidad, ha pasado a ser una obligación para ejecutivos y emprendedores conocer los impactos legales de las decisiones que toman, ya que ello puede hacer la diferencia entre el éxito o el fracaso de sus negocios.




    Este libro propone a los ejecutivos, empresarios y emprendedores que aborden la cuestión legal relevante para la empresa como una oportunidad, transformando dicho elemento en una ventaja estratégica, que genere mayor valor en el desarrollo de los negocios.




    La invitación es a que todos ellos cuenten con conocimientos legales concretos para que la toma de decisiones de gestión con implicancias legales sea eficaz y eficiente, y de esta forma entreguen un mejor servicio a sus clientes.




    Asimismo, este trabajo será de gran utilidad para los emprendedores, ya que entenderán las principales figuras societarias y de organización empresarial, además de los contratos civiles, comerciales y laborales que es necesario negociar en todo nuevo emprendimiento. De esta manera, podrán comprender y utilizar las herramientas legales vitales para organizar y desarrollar una empresa.




    También este libro será un importante complemento de estudios para alumnos de derecho y abogados especialistas. En él encontrarán en forma sistemática y armónica los temas relevantes del derecho empresarial chileno, lo que les permitirá abordar sus estudios y asesorías prácticas en forma más efectiva y competente.




    El contenido de este trabajo comprende toda la gama de regulaciones que afectan a la empresa y su desempeño. Desde aspectos tan importantes como los asuntos legales a considerar cuando se planifica e inicia un negocio, pasando por el instrumento jurídico más adecuado a la organización empresarial que se pretende desarrollar, las implicancias que conlleva la suscripción de diversos contratos, la responsabilidad de los directores, la planificación tributaria, hasta las leyes de defensa de la competencia y la de protección al consumidor.




    Por último, se dará especial énfasis a la aplicación concreta de los conceptos teóricos entregados, a través de ejemplos y casos prácticos de común ocurrencia en el mundo empresarial.


  




  

    CAPÍTULO I




    EL IMPACTO LEGAL EN LOS NEGOCIOS




    1. Introducción




    Comprender la legislación aplicable al mundo de los negocios puede ser de vital importancia para un emprendimiento exitoso y el desarrollo de una empresa. Conocer los aspectos tributarios, laborales, societarios, de libre competencia, entre otros, entrega un conjunto de herramientas que permiten dimensionar el riesgo y las oportunidades legales en los negocios.




    Numerosos conflictos con incidencia legal se suscitan durante el desarrollo de un negocio. Pueden presentarse controversias con el Servicio de Impuestos Internos (SII), por inconsistencias de información en operaciones tan cotidianas como compraventas de acciones, traspasos de inmuebles y participaciones en sociedades. En materia laboral, por ejemplo, se originan desavenencias con trabajadores que desempeñan labores bajo el régimen de subcontratación, lo que trae aparejado diversas consecuencias para la empresa principal. En materia contractual, el incumplimiento de un proveedor a lo convenido suscitará serios inconvenientes al cliente, si no estaban contemplados los resguardos y garantías suficientes.




    Estos imprevistos requieren de la adecuada asesoría reactiva; sin embargo, en muchas oportunidades, una correcta previsión legal habría evitado estas situaciones indeseadas.




    Es recurrente observar que los empresarios y ejecutivos piensan que ahorrarán tiempo y dinero si cierran sus negocios o desarrollan sus actividades dejando de lado el impacto legal, sin recurrir al consejo jurídico o arreglando el problema sin asesorías adecuadas, informalizando sus negocios y sin prever las adversas consecuencias que pueden generarse.




    La finalidad de este libro es acercar los aspectos tributarios, laborales, societarios, contractuales y otros de importancia legal a quienes lo necesitan para el correcto desarrollo de su empresa, entendida como una unidad económico-social, constituida por elementos humanos, materiales y técnicos, ordenada bajo una dirección para la consecución de logros económicos. De esta manera, se podrá efectuar una proyección del riesgo total de los negocios, incorporando la variable legal para transformarla en una ventaja competitiva y no en un problema con altos costos monetarios.




    El objetivo concreto que se persigue con el estudio de las materias que proponemos será generar, a partir de cuestiones de común ocurrencia en la empresa, una correcta previsión legal que sea de gran ayuda para la disminución de sus costos y mantención de su viabilidad.




    Los conceptos que se entregan permitirán planificar autónomamente o con la asesoría profesional precisa los aspectos claves de la organización legal de una empresa. Se trata de que los ejecutivos y emprendedores puedan detectar y estén familiarizados con las materias jurídicas propias de los negocios y cuenten con herramientas sencillas y concretas para proteger su organización antes de que una situación compleja ocurra.




    El emprendimiento supone el inicio de nuevos negocios, pero con una connotación especial en atención a la necesidad social de generar proyectos que innoven y generen valor, empleos y riqueza, para lo cual es clave tener en cuenta aquellos aspectos jurídicos fundamentales de un emprendimiento –como la forma societaria, la tributación, los contratos claves con clientes y proveedores– que en muchas ocasiones hacen la diferencia entre triunfar y hacer escalable un plan empresarial o, por el contrario, fracasar o quedar con un desarrollo pobre y plano.




    También en este trabajo se indicarán situaciones en que es estrictamente necesario contar con asesoría legal especializada. Pero, incluso en estos casos, se tratarán las claves para trabajar en equipo con abogados, rentabilizando los recursos y perfeccionando la toma de decisiones.




    Para saber cuándo es inminente la asesoría de un especialista legal antes de cerrar un contrato, de efectuar una declaración tributaria o de elegir un tipo de sociedad, el ejecutivo debiera estimar los riesgos que está tomando si un posible escenario pesimista llegara a ocurrir.




    Si el ejecutivo no sabe cómo o no puede determinar cuáles son los riesgos que enfrenta o si existen implicancias en la ley que no puede descifrar, debe evaluar el proyecto y la toma de decisiones con asesoría legal especializada.




    Veamos un ejemplo: en la instalación de un nuevo restaurante en una comuna en que resulta complejo obtener patente de alcoholes, surgirán problemas adyacentes, pero muy significativos, tales como los relativos al contrato de arrendamiento del local en que se pretendía hacer funcionar el restaurante. Probablemente, el empresario no esté seguro de los pasos a seguir y, por lo tanto, le resultará difícil determinar con exactitud cuáles son los riesgos que se toman al firmar el contrato de arrendamiento. En este caso, dada la complejidad de la obtención de la patente, deben tomarse resguardos especiales en el contrato de arrendamiento que permitan una mayor flexibilidad en su finalización, posibilitando no permanecer ligado a éste en caso de un problema de las otras variables de las cuales depende dicho emprendimiento. Seguramente en este caso a aquel individuo le será conveniente contar con un abogado que le indique las fórmulas legales más eficaces para terminar el contrato anticipadamente.




    Como en el ejemplo anterior, también frente a contingencias societarias, mercantiles, tributarias, laborales u otras, un abogado capacitado detectará los riesgos legales que impactan las decisiones empresariales y podrá, junto al empresario, hacer un balance de ventajas y desventajas de la operación para tomar decisiones eficientes que gradúen correctamente el riesgo en relación con el retorno esperado.




    2. El derecho




    Al momento de generar un negocio y abordar asuntos legales, los ejecutivos, empresarios o emprendedores suelen cuestionarse sobre la utilidad de las leyes, la noción del derecho y la regulación aplicable al negocio. No obstante pueda parecer una materia árida, su conocimiento los familiarizará con el marco legal que regula sus empresas y su sucesivo desarrollo, lo que permitirá entender la regulación que afecta a sus iniciativas.




    2.1. Concepto y características




    Así las cosas, se hace necesario saber qué es el derecho y cuál es su alcance. El concepto de derecho podemos dividirlo en una noción objetiva –la norma misma– y una subjetiva, como poder, facultad o posibilidad de actuación.




    El derecho objetivo es el conjunto de normas imperativas que, para mantener la convivencia pacífica y ordenada de los hombres en la sociedad, regula las relaciones entre ellos, determinadas por esas mismas normas. Se identifica con la frase “el derecho dice que”. En tanto, el derecho subjetivo es la facultad o poder que tiene cada persona para la satisfacción de sus propios intereses que se encuentran protegidos por el derecho objetivo; es decir, por las normas. Se identifica con la frase “tengo derecho a”.




    El derecho no constituye algo abstracto y ajeno a la vida cotidiana ni tampoco es un asunto que interese sólo a los abogados. Es una ciencia social que se ocupa de mantener el orden y la paz social, regulando las relaciones de los hombres que viven en sociedad. Además, entre sus finalidades está el impedir que los conflictos se resuelvan por medio de la fuerza, pues se basa en la razón y la justicia. En cuanto norma –derecho objetivo–, el derecho resta libertad, pero si no fuese así, la libertad sería una facultad sin control y cualquiera podría oponerse a lo que otro deseara realizar si es que el incumplimiento del derecho no tuviera una sanción asociada. Precisamente, en dicho rasgo sancionador radica la fortaleza de la norma jurídica.




    Algunos ejemplos ilustrarán su importancia. El terremoto y maremoto que afectó a Chile el 27 de febrero de 2010, tuvo consecuencias devastadoras, no sólo por los daños causados por la naturaleza, sino también por aquellos daños que las personas cometieron en actos de pillaje, saqueo y vandalismo. Frente al descontrol inicial, la aplicación del derecho objetivo fue fundamental, mediante la disposición por parte de la autoridad del estado de emergencia constitucional,1 lo que produjo la vuelta a la calma social a través de medidas como el toque de queda y la intervención de las Fuerzas Armadas.




    Otros ejemplos, como la compra de maquinaria para la empresa, el arriendo de un inmueble para establecer un negocio o la fijación de los términos laborales con los trabajadores, implican la celebración de contratos que están normados por diversas leyes. Por lo tanto, las relaciones que vincularán a ambas partes de un contrato –arrendador/arrendatario; comprador/vendedor; empleador/trabajador– se conocen como relaciones jurídicas, ya que están reguladas y protegidas por el derecho.




    Al realizar sus actos, los hombres que viven en sociedad no sólo están regidos por normas jurídicas, sino también por otras de muy diferente clase, como son las normas morales, religiosas, costumbres o usos sociales, entre otras. Lo que distingue a la norma jurídica de las mencionadas es que tiene un carácter obligatorio y emana de uno de los poderes del Estado, esto es, el Poder Legislativo.




    Finalmente, podemos apreciar el marco estructural general construido sobre la base del derecho, llamado ordenamiento jurídico, que es el conjunto de reglas establecidas en la ley para regir una sociedad, miradas como un todo unitario y organizado jerárquicamente.




    Dentro de las características más importantes que tiene el derecho, encontramos:




    (i) Tiene como finalidad mantener el orden y la paz social, siendo ésta su característica esencial.




    (ii) Es imperativo, es decir, expresa una orden, un mandato a las personas y no una simple sugerencia o consejo. El derecho manda, no recomienda.




    (iii) Rige el comportamiento de un individuo en cuanto vive en sociedad. No es una regla de conducta para una persona individualmente considerada, sino en relación a las otras personas con quienes interactúa.




    (iv) Es abstracto; esto es, no se pone en el caso de situaciones concretas, sino de situaciones tipo.




    (v) Es general, ya que se dirige a todos los miembros de la sociedad. El derecho es igual para todos, sin favorecer o perjudicar determinadamente a nadie.




    (vi) Es coercible, en el sentido de que admite el cumplimiento forzoso cuando es necesario y factible.




    (vii) Tiene carácter estatal, en razón de que es el propio Estado el que crea o reconoce las normas obligatorias.




    2.2. Clasificación




    Ya nos referimos al derecho como concepto. Es importante tener presente que el derecho, como un gran árbol, tiene distintas ramas. Por ejemplo, la rama del derecho que sancionará un delito cometido por una falsa declaración de impuestos no es la misma que la que abordará el incumplimiento de un contrato.




    Por eso tenemos:




    A) Derecho público y privado




    El derecho público se define como el conjunto de normas que regulan la organización y actividad del Estado y demás organismos públicos –como las municipalidades–, sus relaciones entre sí o con los particulares. Esta rama actúa cuando hay un interés colectivo; por ejemplo, cuando se trata de la protección de los derechos o garantías esenciales de las personas. A modo meramente referencial podemos indicar que esta rama regula los contratos entre empresas del Estado con particulares, las licitaciones públicas, los impuestos que pagan los particulares, la generación y distribución de energía por las compañías, la salud, la actividad bancaria, entre otras tantas.




    El derecho privado es el conjunto de normas que regulan las relaciones de los individuos entre sí o de éstos con el Estado, cuando éste no actúa como tal sino como particular; por ejemplo, cuando una empresa vende insumos a alguna repartición del Estado. A diferencia del derecho público, esta rama interviene cuando hay un interés particular preponderante, como por ejemplo el contrato de compraventa de un vehículo que celebran dos personas. Así el derecho privado regula los contratos entre particulares como un mutuo, la creación de sociedades; en fin, en todas aquellas relaciones jurídicas en que intervienen los particulares.




    La diferencia esencial entre derecho público y privado radica en que mientras el primero regula relaciones en que interviene el Estado u otro ente estatal de menor jerarquía, el derecho privado regula relaciones en que sólo intervienen particulares o si lo hace el Estado u otro organismo público, actúa como si fuera un sujeto particular.




    B) Derecho nacional e internacional




    A partir de la primera clasificación podemos dividir el derecho en público y privado nacional, y en público y privado internacional.




    El derecho público nacional es el que regula la vida interna del Estado y la relación de los diversos órganos y reparticiones de éste con los particulares. Forman parte de esta rama el derecho constitucional, administrativo, penal, tributario y procesal, entre otros. El derecho público internacional es el que rige las relaciones entre los Estados; por ejemplo, un tratado de libre comercio celebrado entre dos o más países.




    El derecho privado nacional es el que regula las relaciones entre los particulares o entre éstos y el Estado –cuando éste actúa como particular– dentro del territorio nacional. Las principales ramas son el derecho civil y el derecho comercial.




    Por su parte, el derecho internacional privado es el conjunto de reglas que determinan la ley competente aplicable a una situación jurídica provista de uno o más elementos internacionales relevantes, como el lugar de celebración del contrato, nacionalidad de los contratantes, domicilio de las partes, país donde se encuentra ubicado el bien sobre el cual versa el contrato, lugar donde el contrato debe ejecutarse, etcétera. Establece las normas que resolverán un conflicto de leyes en que existen dos o más legislaciones nacionales aplicables a un mismo caso; por ejemplo, la determinación de la legislación que regulará, frente a los problemas que se podrían derivar de su ejecución, un contrato de compraventa celebrado entre un brasileño y un chileno en Argentina respecto de la maquinaria industrial situada en Brasil, la cual, según el mismo contrato, debe ser trasladada a Chile para prestar servicio en la firma del comprador.




    C) Derecho civil




    Para celebrar contratos –como un crédito de consumo, una hipoteca o una compraventa–, para recuperar un bien que nos pertenece de manos de quien lo posee ilegítimamente, para establecer quiénes tienen derecho en una herencia o qué pasa con el cuidado personal de los hijos, necesitamos el derecho civil. También lo llamamos derecho común, porque regula la generalidad de las relaciones entre particulares.




    Materias como los actos o contratos celebrados por las personas, el dominio sobre los bienes, las obligaciones que emanan de un contrato, los regímenes patrimoniales del matrimonio, los requisitos de la escritura pública para comprar un inmueble o los derechos hereditarios, entre otras, son tratadas por el derecho civil.




    Los negocios se basan precisamente en principios consagrados por el derecho civil, como la libre circulación de bienes, la defensa de la propiedad individual, la protección de la buena fe en el comportamiento de las personas, la autonomía de la voluntad como principio inspirador en la contratación, la reparación del afectado por parte de la persona que se enriquece injustamente –como el individuo a quien se le paga dos veces la misma deuda. Los referidos principios son de gran relevancia, ya que son la pauta en las relaciones jurídicas de los privados y, por ende, en los negocios.




    D) Derecho comercial




    Es aquella rama del derecho que regula la actividad de los comerciantes, los actos de comercio –como una operación con letra de cambio, cheque o pagaré– y la empresa en general, como es el caso de su estructura societaria, tema que veremos más adelante. Un ejecutivo abordará esta área del derecho si su compañía es declarada en quiebra, cuando sea necesario contratar un seguro, cuando deba emitir títulos –valores– y cuando deba obtener financiamiento, sólo por citar algunos casos.




    E) Derecho penal




    Está constituido por el conjunto de normas que regulan la facultad de sanción o castigo del Estado ante ciertos hechos estrictamente determinados por la ley que tienen carácter de delito. A esos hechos la ley le asigna una pena, que incluso puede ser privativa de libertad. Esta rama regula los casos en que se cometen delitos contemplados por la ley, que en el caso de un empresario pueden referirse a asuntos de diversa índole, como un giro doloso de cheques, un fraude tributario, una estafa, una apropiación indebida, etcétera.




    F) Derecho procesal




    Es la rama del derecho que se refiere a la organización de los tribunales y a los distintos procedimientos que tienen las personas que se han visto afectadas en sus derechos, para hacerlos valer en juicio. El derecho procesal se encarga de la organización de los tribunales, de la formalidad de los procedimientos judiciales, entre otras materias.




    2.3. Fuentes del derecho




    Muchas veces se confunde el derecho con la ley. Normalmente se escucha decir que los abogados “estudian leyes” y no derecho, o se habla de la ley como la norma jurídica superior que nos ordena. Pero las expresiones anteriores son inexactas: la ley es una fuente más del derecho, pero no es el derecho en sí.




    La jurisprudencia va más allá de la ley, ya que tiene mayor amplitud, no obstante que la manifestación más común del derecho sea la ley. Nuestro país se caracteriza por tener una mentalidad muy legalista, ya que frente a todo tipo de problema o contingencia, estamos acostumbrados a plantearnos como solución la ley o los tribunales de justicia. Las cifras no mienten: tenemos la nada despreciable suma de más de veinte mil leyes y cientos de miles de juicios en los tribunales civiles, laborales y de familia.




    Ahora bien, junto con la ley, las principales fuentes del derecho son:




    A) Constitución Política de la República




    Es la norma jurídica suprema, que establece materias tan relevantes como las bases de la institucionalidad del país o los derechos fundamentales de las personas. Como veremos en el segundo capítulo, existen una serie de garantías constitucionales que son claves para la actividad empresarial; a saber, la igualdad ante la ley, la libre iniciativa económica, el derecho de propiedad, la no discriminación arbitraria, la reserva legal en los tributos, entre otras.




    B) La ley




    En un segundo orden jerárquico encontramos la ley, a la cual ya nos hemos referido. El Código Civil la define en su artículo 1º como “la declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la Constitución, manda, prohíbe o permite”. Tenemos leyes que nos mandan a realizar una actuación determinada –como pagar los impuestos o publicar en el Diario Oficial la constitución de una sociedad anónima–; otras prohíben, como la que impide al padre enajenar o hipotecar algún bien raíz de su hijo, aun pertenecientes a su peculio –patrimonio– personal, sin autorización del juez; y otras que permiten –como la renuncia a un derecho que mira el interés individual del afectado– no demandar la nulidad de un contrato de compraventa cuando ha habido un error en la cosa que se compra.




    C) Decretos




    Es todo mandato escrito dictado por la autoridad administrativa en el ejercicio de sus atribuciones. Cuando es emitido por el Presidente de la República se llama Decreto Supremo. Dentro de los decretos tenemos los Decretos con Fuerza de Ley (DFL), que dicta el Ejecutivo con expresa autorización de la ley, sobre materias que señala la Constitución. También tenemos los decretos leyes (DL), que son aquellos que, sin autorización alguna del Congreso, dicta el Poder Ejecutivo sobre materias que según la Constitución son propias de ley. Mediante ellos legislan los gobiernos de facto. Un ejemplo de esta normativa lo encontramos en el DL 600 sobre Estatuto de la Inversión Extranjera que estudiaremos más adelante.




    D) Reglamentos




    Es un decreto de alcance general, destinado a regular un conjunto de personas y situaciones diversas. Algunos ejemplos de reglamentos son el del Conservador de Bienes Raíces o el de las sociedades anónimas. Comúnmente, la ley entrega ciertas materias para ser reguladas en reglamentos que entran al detalle de lo que el legislador estableció en términos globales.




    E) Instrucciones




    Son comunicaciones que los funcionarios públicos superiores dirigen a sus subordinados, indicándoles la forma de aplicar una ley, un reglamento u otra disposición legal, o las medidas que deben tomar para el mejor funcionamiento de un servicio público. Cuando las instrucciones van dirigidas a un gran número de funcionarios se envían mediante circulares; cuando se imparten sólo a un funcionario o a un número reducido de ellos, se expiden por medio de oficios.




    F) Ordenanzas




    Se entiende por ordenanza un conjunto de normas reglamentarias sobre determinadas materias que se aplican en todo el territorio de la República o en una sección administrativa del mismo y cuya infracción está sancionada con multas u otras penas. Ejemplo de ordenanza aplicable en todo el territorio nacional es la de aduanas, y de ordenanzas locales son las municipales.




    G) Costumbre




    Consiste en la repetición constante y uniforme de una regla de conducta, realizada por la gran mayoría de los miembros de una comunidad social, con la convicción de que se responde a una necesidad jurídica. De esta forma, la reiteración habitual de un mismo modo de obrar, el cual deviene en tradición, puede conllevar que dicha actuación adquiera la fuerza de un precepto de derecho. En nuestro derecho común, la costumbre sólo constituye derecho en los casos en que la ley se remite a ella; sin embargo, la costumbre en materia comercial tiene una significación mayor, ya que no sólo puede ser una fuente de derecho cuando la ley se remite a ella, sino también en aquellos casos en que no existe ley que regule una determinada materia. Así lo confirma el artículo 4º de nuestro Código de Comercio que señala: “Las costumbres mercantiles suplen el silencio de la ley, cuando los hechos que las constituyen son uniformes, públicos, generalmente ejecutados en la República o en una determinada localidad, y reiterados por un largo espacio de tiempo, que se apreciará prudencialmente”.




    En otro ámbito, la costumbre tiene notable importancia en el derecho internacional público, ya que constituye su principal fuente. Por el contrario, en el derecho penal la costumbre carece de toda fuerza; no hay delito ni pena sin previa ley que lo establezca.




    H) Doctrina




    Corresponde a las distintas obras literarias de los autores y juristas del derecho y las explicaciones verbales de los profesores. Estas constituyen fuente de consulta e investigación para abogados y jueces.




    I) Jurisprudencia




    Está compuesta por las sentencias de los tribunales de justicia. La sentencia es un acto emanado de un tribunal, en cuya virtud se pronuncia sobre las pretensiones –demanda, acción–, hechas valer por las partes en un juicio. A diferencia de los países anglosajones, en Chile la jurisprudencia como fuente del derecho tiene menor importancia, ya que las sentencias sólo tienen efecto relativo –circunscrito– a las partes que han concurrido al litigio que solucionó el fallo. No obstante, muchos abogados apoyan sus defensas judiciales y la solución de sus conflictos de carácter empresarial en sentencias dictadas por los tribunales. Así, por ejemplo, si la Corte Suprema ha fallado reiteradamente que los cheques dados en garantía de una obligación no tienen mérito ejecutivo, el abogado que representa a un empresario que recibió este cheque deberá entender que el cobro de la obligación es más improbable.




    En este punto nos ocupamos de las distintas fuentes del derecho, dejando claro que hablar de la ley no es lo mismo que hablar del derecho, aunque constituya su fuente principal y más usual.




    2.4. Importancia práctica del derecho




    Luego de haber comentado las nociones más relevantes del derecho, nos referiremos a la enorme importancia práctica que tiene.




    Como se señaló anteriormente, el derecho es una herramienta que tiene como finalidad mantener la paz social y una armónica convivencia entre las personas. Pero también cumple otros propósitos, como normar las relaciones entre los particulares y, en la vida de los negocios, regular algunos de los principales contratos utilizados en el comercio, la constitución y funcionamiento de las sociedades, su financiamiento, la protección de los consumidores, entre otras muchas materias.




    Por ejemplo, al realizar un emprendimiento deben seguirse una serie de pasos: constituir una sociedad, iniciar actividades ante el Servicio de Impuestos Internos (SII), contratar personal, arrendar o comprar un inmueble para el establecimiento, fijar condiciones con los proveedores, pagar impuestos y una larga lista de actividades y gestiones que exige cualquier negocio. Si no existiera un conjunto de normas que establecieran el marco general dentro del cual deben realizarse estos actos, no habría seguridad para el interesado de que ha hecho las acciones correctas y que puede desarrollar su proyecto. Este simple ejemplo pone en evidencia que el derecho no es un concepto abstracto y lejano, sino que tiene una aplicación práctica en todo ámbito y, particularmente, en el mundo de los negocios.




    3. Las contingencias legales




    Para advertir a tiempo las contingencias legales que puede generar todo negocio es conveniente hacer una correcta previsión legal. Así, tal como un gerente de finanzas se prepara exhaustivamente en los aspectos monetarios de un nuevo plan o dedica decenas de horas a la preparación del presupuesto, emprendedores y empresarios, al desarrollar sus actividades, debieran conocer, familiarizarse y contar con herramientas que los ayuden en la gestión de, a lo menos, las siguientes materias:




    (i) En el comienzo de un negocio o en la ejecución de un nuevo plan de negocios. El empresario y su abogado evaluarán la validez del plan y su consistencia con las normas que lo regulan. Un aspecto clave es la comprensión de las implicancias y del riesgo regulatorio de la actividad que se quiere emprender.




    (ii) Cumplimiento de disposiciones que rigen las sociedades. Abogados y ejecutivos elaborarán los documentos que presentarán a las autoridades que regulan el área, a clientes y proveedores, los contratos de trabajo, convenios o acuerdos de exclusividad y confidencialidad, entre otros.




    (iii) Estructuración de acuerdos y pactos entre los socios. Un buen acuerdo societario establecerá mecanismos de contribución de capital, repartición de beneficios y pérdidas; retiro de socios; transferencia de derechos o acciones, las herramientas para dirimir diferencias entre socios, etcétera.




    (iv) Determinación del tipo de sociedad. Los emprendedores deben elegir con detención la estructura societaria del negocio, ya que de ella dependerá la responsabilidad de los socios, su participación en la administración, la tributación de la empresa y sus socios, etcétera.




    (v) Arriendos y propiedades inmobiliarias. Si la empresa ocupará –o pretende hacerlo– un inmueble que arrendará o quiere adquirir uno, es necesario conocer los antecedentes relativos a regulaciones municipales, medioambientales, contribuciones, embargos, hipotecas, preexistencia de otros arriendos en la propiedad, entre otros.




    (vi) Contratos relevantes para el desarrollo del negocio. Lo aconsejable es que los abogados y ejecutivos estudien los alcances del contrato antes de firmarlo, no después. Algunos contratos relevantes son aquellos con cláusulas de confidencialidad y exclusividad; hipotecas, prendas y fianzas; licenciamientos; contratos de servicios profesionales –vendedores, auditores, contadores–, mantención de activos, etcétera.




    (vii) Relaciones laborales. El trabajo y la empresa requieren especial atención y cuidado, pues la relación laboral es fuente de numerosa normativa específica, tanto de índole contractual, indemnizatoria, previsional, sindical y de salud.




    (viii) La tributación de la empresa y los impuestos del empresario. Las actividades empresariales dan origen a obligaciones tributarias que el empresario debe planificar y resolver con la máxima acuciosidad y diligencia ya que las contingencias tributarias generan un impacto directo en la última línea del negocio. Por lo tanto, el conocimiento de los principios de tributación de las empresas y de las personas será de gran utilidad al ejecutivo.




    (ix) La empresa, sus competidores y sus clientes. Ejecutivos y empresarios están inmersos en mercados en que confluyen competidores y clientes. La relación entre estos debe ser leal y consistente con las normas constitucionales que regulan la libertad de emprendimiento, competencia y el derecho de propiedad. Asimismo, hoy con mayor intensidad, los clientes han adquirido un poder relevante, que se refleja en una protección exhaustiva de sus derechos. Frente a esto, el ejecutivo debe estar alerta para evitar conflictos y sanciones de los organismos competentes.




    (x) El financiamiento. Quienes emprenden un negocio deben conocer las alternativas legales de financiamiento que ofrece el mercado y los beneficios de cada una. A su vez, se hace necesario entender los efectos y consecuencias de la falta de financiamiento.




    (xi) Otros aspectos relevantes. Tales como la compra, venta o arriendo de activos; reembolso de deudas y cuentas por cobrar; procedimientos judiciales y administrativos; las relaciones con otros actores que compiten en el mercado; patentes, invenciones, marcas, copyright, etcétera.




    A continuación se ofrece una serie de sugerencias básicas relativas a los asuntos que debe necesariamente atender y los que debe evitar un ejecutivo para manejar su negocio libre de contingencias legales:




    Un empresario debe siempre:




    a) Conocer las ventajas y desventajas de cada tipo de sociedad, y comprender cabalmente si las necesidades de su empresa se adaptan al tipo de sociedad en que está constituida.




    b) Respecto de aquellos emprendedores que están iniciando un negocio, estudiar la conveniencia de elaborar un pacto de accionistas o de socios o cláusulas de la sociedad que regulan las relaciones entre los socios.




    c) Limitar su responsabilidad por los negocios que emprende o por los que ya está ejecutando. Sólo en excepcionales casos pueden derivar en una responsabilidad ilimitada de los socios, debiendo estos responder con todo su patrimonio personal.




    d) Planificar tributariamente su negocio, las rentas que genera y el impacto en la tributación de los socios.




    e) Estudiar con el abogado y con los expertos en materia financiera y contable las expectativas positivas y, por sobre todo, las negativas del emprendimiento. De esta forma se pueden prever sanciones, multas o incumplimientos.




    f) Proteger contractualmente todas aquellas actividades relevantes para el desenvolvimiento del negocio, especialmente aquellos acuerdos con proveedores y clientes claves, convenios de exclusividad y confidencialidad.




    g) Establecer una estructura de poderes que otorgue las flexibilidades y controles que requiere la empresa en función de la confianza en sus gerentes y gestores, la actividad que desarrolla y los montos de dinero involucrados en las transacciones.




    Un empresario no debe:




    a) Utilizar un signo distintivo empresarial o una frase publicitaria sin antes haberse asesorado por abogados especialistas sobre las limitaciones del nombre o actividad.




    b) Desarrollar actividades comerciales en sectores regulados sin comprender los alcances de los derechos y obligaciones que establece la ley y reglamentación sectorial.




    c) Incumplir el pago de las obligaciones previsionales y referentes a la salud de los empleados que trabajan en la compañía.




    d) Firmar contratos o documentos que representen obligaciones de la empresa a título personal; esto es, que comprometan su patrimonio personal.




    e) Desarrollar actividades comerciales en un local o establecimiento sin contar con un contrato de compraventa del inmueble o que permita su uso –arrendamiento– correctamente negociado.




    f) Efectuar acuerdos con sus competidores para fijar precios o repartirse cuotas de mercado.




    g) Asociarse con otras personas sin tener estatutos o pacto de socios, o de accionistas que prevean las dificultades entre los socios, las eventuales compras o ventas de participaciones sociales, etcétera.




    h) Intentar hacerlo todo personalmente. Emprender un negocio es complejo y un abogado con experiencia puede ayudar al empresario a tomar decisiones correctas, que redundarán en la rentabilización del proyecto.




    Seguramente no podrán ser resueltos ni evitados todos los problemas y contingencias legales con las herramientas que se entregan en este libro. Sin embargo, se darán a conocer a través de las siguientes páginas algunos conceptos que pueden implicar una ventaja competitiva adicional que no todos los actores del mercado tienen, ya que se trata de herramientas e instrumentos legales empresariales dotados de gran relevancia desde una perspectiva práctica. Su conocimiento y aplicación servirán de ayuda para gestiones más eficientes y, desde luego, más rentables, pues las decisiones empresariales, en lo sucesivo, tendrán presente el impacto legal, lo que disminuirá las contingencias al mínimo razonable para lograr el éxito.




    4. La elección del abogado




    Una vez estimado el impacto legal de las decisiones empresariales, en atención a la necesidad de contar con un profesional del derecho, surge la duda sobre cómo encontrar el abogado adecuado para cada problema y, por otra parte, sobre si la asesoría legal con que se cuenta es la pertinente para las contingencias que se están previendo.




    Pese a que hay miles de abogados disponibles en Chile, parece ser más común de lo que se piensa que el empresario o ejecutivo no encuentre al abogado adecuado.




    Generalmente, la elección del abogado o estudio jurídico se basará en su reputación o experiencia; en las referencias de amigos, parientes, asociaciones gremiales; en los directorios de profesionales; o en los planes legales pagados anticipadamente.




    4.1. Siete preguntas orientadoras




    A continuación, se indican algunas preguntas que pueden guiar la búsqueda y que incluso pueden dirigirse directamente al eventual abogado:




    A) ¿Cuál es la experiencia que tiene con el problema legal a plantear?




    En una economía fuertemente globalizada, las empresas tienden a concentrarse en nichos que sean de mayor rentabilidad. Coherentemente con esto, aquellos estudios jurídicos o abogados que tienen experiencia concreta en el problema legal preciso que aqueja al empresario podrían ser más eficientes en la obtención de un resultado positivo.




    B) ¿Cuáles son los honorarios relativos a la asesoría o consulta inicial y precios por hora?




    El empresario debe preguntar de inmediato cuál es el valor del servicio profesional que presta el abogado o estudio. De esta manera, podrá efectuar una previsión de costos legales y evitará cuentas inesperadas. Lo cierto es que, aunque la pregunta casual al abogado amigo en una reunión social puede orientar, se necesita contar con una asesoría especial y remunerada que preste atención eficiente y completa al problema.




    C) ¿El abogado consultado ha dictado cursos, seminarios o escrito artículos sobre el problema?




    Esto es de relevancia, ya que la docencia implica la actualización permanente de ese abogado con los últimos impactos regulatorios y legales de la actividad empresarial, además de darle una mirada más comprensiva y global del problema específico que puede enfrentar el ejecutivo.




    D) ¿Cuántos abogados trabajan en el estudio jurídico? ¿Es un estudio jurídico de práctica legal general o de especialización?




    No es que el número de abogados sea relevante. Lo gravitante es que el abogado y su equipo tengan la capacidad de entregar un servicio ininterrumpido por ausencias y retiros, y que el estudio jurídico cuente con los profesionales especialistas en las diversas materias que el empresario necesita.




    E) ¿Qué especialistas tiene el estudio jurídico? ¿En qué áreas?




    Armónicamente con lo anterior, si el problema legal de un ejecutivo se refiere a un área del derecho concreta y especial, cuánto mejor si el abogado que se consulta o que se contrata tiene su especialización en esa área. La especialización indica una actividad constante y dedicada al problema objeto de la pregunta.




    Lo referido es muy importante, ya que los empresarios necesitan respuestas rápidas en una coyuntura en que los negocios caminan a pasos acelerados y lo que hoy es rentable, más tarde puede ser pasado e historia.




    F) ¿Le es familiar al abogado o estudio jurídico asuntos legales referentes a tributación, sociedades, distribución, comercialización, mandatos y representaciones, garantías, leyes de competencia o ley del consumidor, entre otros?




    La anterior no es una enunciación taxativa o total de los temas que debe conocer un abogado; es más, señalamos anteriormente que la especialización tiene la ventaja de otorgar más certidumbre en un resultado positivo de la gestión legal.




    Cuando nos referimos a “familiaridad” del abogado con las áreas del derecho mencionadas, nos referimos a áreas que impactan la actividad de un empresario o ejecutivo, respecto de las cuales un abogado que lo asesora debe estar habituado.




    G) ¿Tiene el abogado conocimiento y experiencia en conceptos de gestión y economía básicos, como finanzas, contabilidad, habilidades gerenciales, de gestión y negociación, trabajo con bancos, aseguradoras, organismos de desarrollo empresarial?




    Si el ejecutivo debe conocer aspectos legales que impactan su negocio, el abogado que le preste servicios debe conocer conceptos económicos y técnicos propios de la empresa y del sector en que se desenvuelve.




    A mayor cantidad de conocimientos de gestión de empresas, más certera y oportuna será la asesoría que un abogado puede entregar. Hoy, el desenvolvimiento en los negocios requiere la toma de decisiones legales con pleno y cabal conocimiento del impacto de esas decisiones en las políticas comerciales, financieras, operativas, de marketing y de recursos humanos de la empresa.




    4.2. Honorarios del abogado




    Asesorarse legalmente puede ser menos costoso de lo que el ejecutivo piensa.




    Para muchos empresarios, pueden parecer confusos e imprecisos los precios que el abogado o estudio jurídico cobrará por la asesoría legal, ya que a diferencia de otras profesiones, como la medicina o la auditoría, los precios de los servicios legales muchas veces no se encuentran explícitos y ellos desconocen los criterios en los que se basan las cuentas que reciben.




    En este contexto, preliminarmente ya hemos comprobado que los aspectos legales del negocio son tan importantes como los de otras áreas de soporte –finanzas, marketing, recursos humanos–, por lo que se hace conveniente y de mayor eficacia contratar y remunerar adecuadamente al abogado o asesor legal.




    Por lo anterior, es aconsejable que el empresario abandone la mala costumbre de asesorarse con la consulta casual al abogado conocido de la empresa o la familia. Como todo profesional, el abogado debe estar correctamente remunerado para que el ejecutivo pueda solicitar y exigir asesoría efectiva a tiempo.




    Para gestionar adecuadamente el costo legal y poder preverlo con exactitud, a continuación detallamos las modalidades de cobro más comunes. Los abogados cobran por sus servicios usando alguno de los siguientes métodos o una combinación de ellos:




    A) Los honorarios planos o fijos mensuales




    Son utilizados cuando el tráfico jurídico es más o menos constante y el empresario consulta con periodicidad al asesor legal; de esta manera el ejecutivo se desentiende de eventuales contingencias de gastos y asume el costo legal como un gasto operacional más.




    B) Los honorarios contingentes o por proyecto




    Estos se establecen generalmente para casos de mayor relevancia y especialización; un ejemplo es un juicio en que el abogado cobra una suma a todo evento y el resto, a partir de un resultado positivo, ya sea de recuperación o de ahorro. Otros ejemplos de honorarios legales por proyectos son reestructuraciones empresariales, procesos de cesación de pagos, negociaciones colectivas, planificación tributaria, etcétera.




    C) Los honorarios por hora




    Son pactados por lo común por medianas y grandes empresas que utilizan abogados externos para asuntos concretos en su gestión. La ventaja que representa este tipo de cobro es que el ejecutivo puede entender con exactitud qué cantidad de tiempo ha utilizado el abogado en cada gestión encomendada y con esta información, puede tener una noción más clara de la eficiencia del estudio jurídico o abogado.




    En todo caso, siempre el empresario tiene el derecho de saber anticipadamente qué tipo de modalidad será ocupada y qué modelo de estimación de costos legales se empleará.




    Este marco de referencia respecto de lo que deben o no hacer los ejecutivos en su gestión empresarial con impacto legal, unido a las claves explicitadas para que ellos tengan conocimiento cabal de los alcances de la actuación de los abogados y sus costos, serán herramientas que permitirán un entendimiento claro, eficaz y eficiente para un trabajo en equipo de los ejecutivos y abogados en pos de maximizar la rentabilidad del negocio.




    4.3. El secreto profesional




    A) Reflexión del deber de un abogado




    Algunos empresarios ven en los abogados una fuente o vía a través de la cual puede filtrarse información relevante de su compañía o de sus futuros negocios, lo que los lleva a desechar la asesoría legal. Dicho temor sin duda posee fundamentos plausibles, aunque surge del equivocado convencimiento de que los abogados serían impunes en su actuar y que no existe sanción a las conductas incorrectas.




    El abogado está obligado a guardar los secretos que le ha confiado su cliente, debiendo entenderse por secreto aquella información que es conocida únicamente por el cliente, o bien, por un grupo reducido de personas, quienes tienen interés en que no trascienda a terceros y debe silenciar todo aquello que ha llegado a su conocimiento con ocasión del desempeño de las tareas profesionales que se le han encomendado, lo que se hace extensivo a sus familiares y terceros.




    Incluso más: algunos autores reconocen el fundamento de dicho deber en el derecho de defensa, consagrado constitucionalmente, el cual perdería toda eficacia si el cliente no tuviera la certeza de que las revelaciones que entrega a su abogado no pueden ser divulgadas impunemente.




    B) Protección y vías de acción




    Nuestro ordenamiento jurídico protege el respeto del secreto profesional. Este respeto se manifiesta principalmente a través de la regulación de la prueba de testigos en los diferentes juicios. El principio general es que todas las personas están obligadas a declarar, salvo aquellas que excepcionalmente regula la ley. El artículo Nº 360 del Código de Procedimiento Civil señala que no serán obligados a declarar en juicio “los eclesiásticos, abogados, escribanos, procuradores, médicos y matronas, sobre hechos que se les hayan comunicado confidencialmente con ocasión de su estado, profesión u oficio”. A su vez, en materia penal, el Código Procesal Penal dispone en su artículo 303: “Tampoco estarán obligados a declarar aquellas personas que, por su estado, profesión o función legal, como el abogado, médico o confesor, tuvieren el deber de guardar el secreto que se les hubiere confiado, pero únicamente en lo que se refiere a dicho secreto”.




    Por lo tanto, la protección está dada por la facultad que tienen los abogados de excusarse para prestar testimonios ante los tribunales de justicia en lo relativo a aquello a que se extiende el deber de reserva.




    La violación del secreto profesional es sancionada por el Código Penal, cuando con abuso malicioso de su oficio, el abogado diera a conocer los secretos de su cliente.




    Por su parte, si el abogado imprudentemente revela los secretos de su cliente causando con ello perjuicio –es decir, un menoscabo patrimonial o moral–, éste podría iniciar una acción civil indemnizatoria derivada de la responsabilidad contractual, término que abordaremos en capítulos posteriores.




    Ahora, confirmando el derecho de reserva, la Excelentísima Corte Suprema ha declarado: “Un abogado no puede ser obligado a revelar un acto confidencial cuya realización le habría encomendado su patrocinado –cliente–, aunque en el desempeño de su comisión confidencial hubiere actuado personalmente” (Revista de Derecho y Jurisprudencia, Tomo 51, Secc. 1a, pág. 126).




    C) Otras sanciones




    Un empresario o ejecutivo debe conocer de la existencia de una institución relevante en el mundo de los abogados: el Colegio de Abogados de Chile, asociación que vela por el adecuado desempeño de la profesión y sanciona a quienes no han cumplido con los preceptos esenciales que los rigen, marco ético regulatorio basado en requerimientos de conducta revestidos de mayores estándares de exigencia que los contemplados en la normativa legal.




    El propio colegio posee un Código de Ética que determina los parámetros de actuación de un abogado. Más incluso, el artículo Nº 10 del Código de Ética Profesional califica el secreto profesional como un deber y un derecho del abogado, y afirma en relación con el deber de reserva, que éste es “un deber que perdura en lo absoluto, aun después de que les haya dejado de prestar sus servicios”.




    Para más seguridad nuestros tribunales han reconocido que el secreto profesional del abogado ampara no sólo su persona, sino también la oficina donde desarrolla su actividad y guarda los documentos que le confía su cliente.




    Es opinión casi unánime que un abogado puede excusarse de responsabilidad frente a la revelación de información de un cliente sólo en los casos excepcionales que señalamos a continuación:




    (i) Daño a un tercero inocente. Cuando se revela información a fin de evitar la condena de una persona inocente, sin que ello perjudique a quien dio la información al abogado.




    (ii) Imputaciones al abogado. A fin de salvarse de imputaciones falsas a su persona o desempeño, el abogado puede revelar el secreto si su revelación es la única forma de demostrar su inocencia.




    (iii) Cuando consiente el cliente. El consentimiento del eventualmente ofendido permite que el tipo sancionado deje de configurarse, pues se desvanece el fundamento de la responsabilidad.




    Lo más notable que tiene el secreto profesional del abogado radica en su carácter de absoluto, en el sentido de extenderse aun más allá del término de los servicios profesionales.




    D) Consideraciones finales




    Por último, destacamos la esencia del deber profesional del abogado, que es la de ser un asistente de la justicia y un colaborador de su administración, según lo señala el artículo 1º del Código de Ética Profesional. De aquí fluye su obligación de tomar en consideración principal el interés general en la recta administración de justicia, de la cual es un activo auxiliar. Aquí surge un clarísimo conflicto de intereses no siempre de fácil solución.




    Debe excluirse del ámbito del secreto profesional aquellos antecedentes que dicen relación con hechos o situaciones ilícitas en que el abogado tiene una participación activa como autor, cómplice o encubridor, pues en estos casos regirán las normas generales relativas a los inculpados.




    En la colisión de intereses que pueda darse entre el deber de guardar el secreto profesional y la obligación de colaborar con la justicia, debe normalmente prevalecer el primero, única manera de tutelar la funcionalidad de la profesión, garantizando a toda persona su libertad para desenvolverse frente al abogado con confianza y libre de toda inquietud.




    Ateniéndonos a lo señalado, no podemos negar que el uso y cumplimiento del derecho y deber de reserva queda al exclusivo criterio del abogado. Adicionalmente, hay que considerar que el carácter vinculante que poseen las decisiones del Consejo General del Colegio de Abogados sólo afecta a aquellos profesionales colegiados, y dado que en Chile resulta inconstitucional pertenecer de forma obligatoria a las agrupaciones gremiales, no todos los abogados se encuentran ligados a estos lineamientos.




    Por lo anteriormente expuesto, un empresario o ejecutivo debe preguntar a su abogado si es o no colegiado, y de no serlo, podrá advertir cuáles son las consecuencias en caso de falta de diligencia profesional.


  




  

    CAPÍTULO II




    LA PROTECCIÓN CONSTITUCIONAL DE LOS NEGOCIOS




    




    El presente capítulo permitirá entender los principios constitucionales que resguardan la libre iniciativa económica de los particulares y, en general, el desarrollo de los negocios.




    1. El Estado y su intervención en la economía




    Previamente a referirnos a las normas de nuestra Constitución que protegen el desenvolvimiento libre de los particulares en la economía, nos referiremos a la relación del Estado con ella, ya que de esa forma, y por defecto, podremos establecer la de los particulares.




    El Estado, como organización social soberana y coercitiva, está al servicio de la persona humana y su finalidad es el bien común, para lo cual, de acuerdo a nuestra Constitución Política de la República, debe contribuir a crear las condiciones sociales que permitan a todos y a cada uno de los integrantes de la comunidad nacional su mayor realización material y espiritual posible (artículo 1º, inciso cuarto, de la Constitución). Apuntando a las finalidades descritas, el Estado ha asumido diversos roles en materia económica, los cuales posibilitan que las personas tiendan, de forma autónoma, a la búsqueda de la satisfacción de las necesidades descritas.




    Según las diversas concepciones ideológicas y etapas históricas, el Estado se ha comportado de diferentes maneras respecto de la economía. Para la teoría liberal clásica, el Estado debiera limitarse a respetar la libertad, consustancial al hombre y expresada en el mercado, ya que el mundo económico se desarrolla por sí mismo, movido por el interés individual de cada persona. En ese sentido, el Estado debe proteger a la sociedad y a los individuos de agentes externos, y abocarse a aquellos aspectos que los privados no desarrollarán, por no acomodarse a sus intereses particulares o por ser propios de la función estatal, como la defensa de la nación.




    En otros casos, el Estado tendrá una intervención protagónica, orientada hacia el bienestar social y económico, a través de la distribución de la renta y el pleno empleo. Ejemplos históricos extremos de esto tenemos hace no muchas décadas en que la mitad de Europa se encontraba gobernada por sistemas económicos que entregaban un rol preponderante e insustituible al Estado.




    Independiente de la postura ideológica, y pese a que ahora existe bastante consenso en lo que se ha llamado la economía de mercado o social de mercado como modelo económico de mayor éxito, existen ciertas tareas, actividades y funciones del Estado en materia económica que corresponden, en mayor o menor medida y con distintos matices, a las diferentes concepciones que hay sobre el rol del Estado en la economía.




    Al Estado le corresponde fijar las “reglas del juego” o normas a las que deben atenerse los actores del mercado a través de la fijación de la legislación relativa a la propiedad y su protección, la forma jurídica de las empresas, el régimen laboral, la forma de los contratos que celebran los individuos, entre otras.




    También es posible distinguir una intervención del Estado en materia de asignación de los recursos y en su redistribución a través de impuestos de tasas progresivas y exenciones. El Estado podrá intervenir directa o indirectamente a fin de corregir distorsiones que puedan producirse; por ejemplo, subsidiando una determinada actividad o aumentando el gravamen de otra. Así nacen muchas iniciativas regulatorias del Estado, como la baja transitoria de un impuesto –por ejemplo, a los combustibles–, las exenciones tributarias para determinados tramos de rentas, zonas portuarias, entre otras tantas.




    Además, el Estado, a través de las políticas monetarias, crediticia, cambiaria y fiscal, interviene en la estabilización macroeconómica. En este aspecto son relevantes las decisiones que se tomen respecto de la masa monetaria, del tipo de cambio y del gasto fiscal.




    Finalmente, dentro de algunas de sus funciones, podemos señalar la intervención del Estado a través de sus empresas, las que pueden tener como fundamento la necesidad de tener injerencia allí donde los privados no pueden o no han querido, como podría ser la construcción de carreteras en lugares donde éstas no tienen alta rentabilidad; o bien, la necesidad de intervenir por la existencia de un interés público especial en esa actividad económica específica, como podría ser el caso de Codelco o Enap. La actividad del Estado como empresario ha disminuido en las últimas décadas, en virtud del principio de la subsidiariedad del Estado, y se cuestiona cada día con mayor fuerza su intervención empresarial directa en la economía.




    Estos roles que puede asumir el Estado serán ejercidos de una u otra manera, con mayor o menor intensidad, conforme a la concepción ideológica de que se trate.




    2. La Constitución, cúspide de la pirámide normativa y el orden público económico




    La Constitución o Carta Magna –del latín cum, “con”, y statuere, “establecer”– es la norma fundamental, escrita o no, de un Estado que se establece para regirlo y en la cual se instituye los derechos, garantías y libertades de las personas, se fija los límites y las relaciones entre los poderes del Estado –Legislativo, Ejecutivo y Judicial– y de éstos con sus ciudadanos, además de instituirse las bases del gobierno y la organización de los diversos órganos e instituciones que lo componen.




    La Constitución Política de la República de Chile contiene los principios y normas que fundan nuestro “ordenamiento jurídico”, distinguiéndose de otros cuerpos legales por encontrarse, como algunos suelen llamarlo, en la “cúspide de la pirámide normativa”. Esto quiere decir que si organizáramos las normas legales de más a menos importancia en una pirámide, la Constitución ocuparía la cima de ella.




    Algunas personas piensan que la Constitución Política es poco relevante para la actividad empresarial, lo que es un peligroso error. Por desconocimiento de sus derechos consagrados constitucionalmente, pueden estar siendo objeto de atropellos injustos, renunciando a su competitividad o perdiendo oportunidades de negocio.




    El conocimiento de los derechos constitucionales es indispensable para toda persona, ya que permite precaver los impactos en la gestión de los negocios o ejercer una adecuada defensa, a través de recursos como el de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y los de protección o amparo económico que analizaremos más adelante.




    La importancia del respeto a la Constitución queda de manifiesto en el siguiente caso. Hace unos años, una gran cantidad de procesos se abrieron ante el Tribunal Constitucional solicitando la inaplicabilidad por inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario, relativo a la facultad que tienen los directores regionales del Servicio de Impuestos Internos para delegar las atribuciones de juez tributario en funcionarios de su dependencia, específicamente en los del jefe del Departamento Tribunal Tributario de cada Dirección Regional.




    El referido artículo 116 del Código Tributario disponía que el director regional podrá autorizar a funcionarios del Servicio, para conocer y fallar reclamaciones y denuncias obrando por orden de él. Debemos tener presente que el artículo 115 del mismo cuerpo legal confiere competencia al director regional para conocer y fallar reclamaciones tributarias, al establecerlos como tribunal tributario de primera o única instancia.




    El Tribunal Constitucional, con fecha 26 de marzo de 2007, dictó la sentencia Rol Nº 681-2006, que declara la inconstitucionalidad del artículo 116 del Código Tributario, en atención a que en la aplicación de este precepto por parte de los directores regionales de ese servicio se vulneraba lo dispuesto en los artículos 5°, en relación con el artículo 76, 6º, 7º, 19 N° 3, inciso cuarto, 38, inciso segundo, 76 y 77 de la Constitución Política de la República,




    La sentencia dictada por el Tribunal Constitucional señala que el artículo en cuestión infringe el principio de inexcusabilidad que tienen todos los tribunales, que es contrario por otra parte al principio del juez natural, y sostiene, entre otras razones, que todos los tribunales de justicia deben ser establecidos por la ley, principio de legalidad que es vulnerado por los directores regionales, quienes al hacer uso de las facultades conferidas por el artículo 116 del Código Tributario, designan funcionarios subalternos como jueces tributarios por medio de un acto administrativo.




    Volviendo a la Constitución, ésta contiene los principios y bases que rigen nuestra sociedad, en torno a los cuales nos organizamos y a los cuales debe adecuarse toda otra norma legal; a esto le llamamos supremacía constitucional. Dada su capital importancia para el desenvolvimiento de la sociedad, las disposiciones contenidas en nuestra Constitución requieren de altas mayorías legislativas para ser modificadas, suprimidas, o bien para incluir nuevas, lo que fija un conjunto de condiciones que tienden a mantenerse constantes en el tiempo, y así dar estabilidad y permanencia al Estado, sus organismos, los ciudadanos, y desde luego a la actividad empresarial.




    En nuestro país rige el principio de la subsidiariedad del Estado, consagrado por la Constitución en diversas disposiciones, especialmente su artículo 1°, inciso tercero. Este principio se basa en la supremacía de la persona humana y, en términos generales, consiste en que el Estado debe asegurar la libertad de los individuos para desarrollar todo tipo de actividades e intervenir exclusivamente en aquellas materias en que las personas o la sociedad civil no quieran, como proyectos poco rentables, o no puedan intervenir, como la defensa del país. En ese sentido, debemos señalar que la Constitución fija “las reglas del juego”, especialmente en materia de administración de negocios y económica, que es lo que nos ocupa.




    En materias económicas, nuestra Constitución establece lo que conocemos como orden público económico, que consiste en el conjunto de principios y normas jurídicas que organizan la economía del país y facultan a la autoridad para regularla en forma armónica con los valores de la sociedad nacional formulados en la Constitución (Cea, José Luis. “La Constitución económica”. Apunte Universidad de Chile, Facultad de Derecho, 1999). El orden público económico supone una serie de principios propios del derecho constitucional que admite variadas clasificaciones. Por lo pronto, podría sostenerse que de la primacía de la persona humana se derivan todos los otros principios de este orden constitucional. En definitiva, sin pretender una enumeración taxativa, podemos señalar como principios del orden público económico la preeminencia del hombre, la subsidiariedad en materia económica, el de igualdad y no discriminación económica arbitraria, la protección a la propiedad privada, la reserva legal de la regulación económica y la política monetaria independiente.




    3. Garantías constitucionales concernientes a la empresa




    Los principios del orden público económico, y que atañen a la empresa y el emprendimiento, están consagrados en nuestro ordenamiento jurídico con el más alto rango, a través de nuestra Constitución, especialmente en el artículo 19, en que se establecen las llamadas garantías constitucionales.




    Las principales garantías del orden público económico son:




    (i) El derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no se oponga a la moral, el orden público o la seguridad nacional.




    (ii) La igualdad y no discriminación arbitraria de parte del Estado y sus órganos.




    (iii) El derecho de propiedad sobre cosas corporales e incorporales.




    (iv) El libre acceso a la propiedad.




    (v) La igualdad y justicia en materia tributaria.




    Al consagrar estos derechos como garantías constitucionales se los eleva al más alto rango normativo y se establecen como base esencial del Estado de Derecho para hacerlos inherentes a la dignidad humana; por lo mismo se encomienda al Estado la protección y tutela de estas garantías.




    En el marco de este libro, revisaremos las garantías de interés en el contexto del desarrollo de los negocios.




    4. La libertad para emprender




    La libertad para emprender, que es una derivación de la libertad personal y de trabajo, es consagrada por la Constitución Política de Chile, que en su artículo 19 Nº 21 asegura a todas las personas “el derecho a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen”. El objetivo de esta garantía consiste en impedir obstáculos y perturbaciones que interfieran arbitrariamente cualquier desarrollo empresarial, mientras éste se haga conforme a derecho y dentro de los parámetros que la propia Constitución señala.




    ¿Podrá la autoridad limitar el derecho a desarrollar una actividad económica? La respuesta es que sí puede. Sin embargo, ello debe ser mediante una ley y nunca afectar el derecho en su esencia; es decir, no debe en caso alguno impedir absolutamente el ejercicio de dicho derecho.




    Así lo entendieron hace algunos años los dueños de restaurantes de la comuna de Vitacura, quienes luego de la dictación por parte del alcalde de una ordenanza municipal que restringía los horarios nocturnos de sus locales, se vieron obligados a cerrar más temprano de lo habitual. En su oportunidad, decidieron entablar un recurso de protección ya que sostenían que su derecho a desarrollar una actividad económica había sido fuertemente limitado, sin existir una ley que ordenara dicha limitación.




    La Corte de Apelaciones acogió el recurso de protección, otorgando la razón a los privados que interpusieron la acción constitucional mediante un fallo que posteriormente fue confirmado por la Corte Suprema. En virtud del fallo se determinó que la ordenanza constituía una restricción arbitraria e ilegal. En su considerando 7°, el fallo señaló: “A la luz de lo expuesto precedentemente, el contenido de dicha ordenanza excede los márgenes de la facultad que el artículo 21 de la Ley de Alcoholes concede a los alcaldes, toda vez que establece un solo horario de funcionamiento para todos los locales de expendio de bebidas alcohólicas de las categorías que señala, en forma pareja, en circunstancias de que lo que la norma citada prevé es la posibilidad de establecer diferencias horarias en función de los requerimientos de las diferentes zonas o sectores de la comuna”. Posteriormente, en su considerando 8º, la sentencia argumentaba: “La Ordenanza Municipal impugnada, al restringir ilegalmente el horario de funcionamiento de los establecimientos que expenden bebidas alcohólicas en las categorías que señala, ha afectado el derecho de los recurrentes a desarrollar una actividad económica lícita que vienen ejecutando, en algunos casos, desde hace largo tiempo y respecto de la cual han obtenido la correspondiente autorización municipal, lo que permite presumir que cumplen con las normas legales vigentes. Lo anterior constituye una perturbación o amenaza del derecho, que el artículo 19 N° 21 de la Constitución Política asegura a todas las personas, a desarrollar cualquier actividad económica que no sea contraria a la moral, al orden público o a la seguridad nacional, respetando las normas legales que la regulen, a lo que se suma la perturbación o amenaza del derecho de propiedad de los recurrentes en cuanto al respeto del estatuto que les es aplicable, cuya infracción tiene evidentes consecuencias patrimoniales; agravio de derechos fundamentales que obliga a esta Corte a tomar las medidas de cautela necesarias tendientes a evitar o reparar el mal causado” (Sentencia dictada con fecha 27 de mayo de 2009 por la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, roles acumulados números 862-2008; 970-2008; 1.094-2008; y 1.199-2008).




    No obstante el derecho de emprender sin mayores restricciones, nos encontramos con gran cantidad de actividades empresariales reguladas, las que nuevamente sólo por ley –no por normas de inferior categoría– pueden ser reglamentadas, como la actividad que desarrollan los bancos, las AFP, las Isapres, las compañías eléctricas, de telecomunicaciones, de seguros y todas aquellas empresas que de una u otra manera se someten, dada la especial naturaleza del servicio que prestan, a una legislación particular en el ejercicio de sus actividades. Estas típicamente cuentan con una superintendencia o subsecretaría que norma la actividad, fiscaliza y sanciona, existiendo decenas de ejemplos, como la Superintendencia de Valores y Seguros, la de Bancos, la Subsecretaría de Telecomunicaciones, la de Pesca, etcétera.




    La regulación especial de estos mercados encuentra sus fundamentos en la importancia social de las actividades que se reglamentan, en la asimetría de posiciones entre las empresas y los usuarios del mercado, en las limitaciones técnicas y en la existencia de bienes escasos necesarios de administrar, entre otros factores, que hacen imprescindible una regulación particular para cada sector.




    Aunque el concepto de la competencia perfecta supone la existencia de una escasa regulación, la que establece ciertos principios o conceptos mínimos, la búsqueda de la eficiencia económica y el buen servicio a los consumidores implican un mayor grado de rivalidad o competencia entre las compañías, de suerte que la regulación de algunas actividades se hace necesaria conforme a los criterios señalados anteriormente. Por lo general, esta regulación busca favorecer una mayor competencia, en la medida en que ésta sea posible, y promueve e incentiva especialmente la transparencia en el funcionamiento empresarial.




    5. El Estado empresario




    Toda nueva actividad económica que desarrolle el Estado –desde la Constitución de 1980 en adelante– debe ser aprobada por ley. El inciso segundo del artículo 19 Nº 21 de la Constitución señala: “El Estado y sus organismos podrán desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado los autoriza. En tal caso, esas actividades estarán sometidas a la legislación común aplicable a los particulares, sin perjuicio de las excepciones que por motivos justificados establezca la ley, la que deberá ser, asimismo, de quórum calificado”.




    Antes de la Constitución de 1980, la visión en nuestro ordenamiento era diferente, ya que la Constitución de 1925 era más bien neutra en materia económica, permitiendo que durante su vigencia se aplicaran sistemas económicos diametralmente distintos, como uno de corte liberal y otros de corte estatista. Bajo esa Carta Fundamental, la actividad empresarial del Estado se manifestó a través de servicios públicos o de personas jurídicas de derecho público que se fueron creando en forma progresiva. En un principio, estas entidades surgieron con fines de seguridad social y previsional, pero posteriormente se crearon personas jurídicas de derecho público con fines de crédito, de fomento, y luego con fines industriales y comerciales. Con las diversas reformas que se dieron en la materia a partir de 1943, el Ejecutivo adquirió mayores facultades de iniciativa para la creación de nuevos servicios públicos, figura utilizada para la creación de empresas. Posteriormente, con la modificación del 20 de enero de 1967, al reformular la garantía del derecho de propiedad, se estableció la facultad expresa del Estado para adquirir el dominio de recursos naturales, bienes de producción u otros que se declaraban de importancia preeminente para la vida social, económica y cultural del país.




    Estas circunstancias configuraron un régimen legal que permitía al Estado crecer en su actividad empresarial, lo que significó un desmedro a la libre iniciativa de los particulares en materia económica.




    En la Constitución de 1980, tenemos una concepción del Estado empresario diametralmente diferente, en la que prima la libertad del individuo y el derecho de propiedad, principios bajo los cuales se sustenta la actividad económica, y con ello se redujo drásticamente la actividad empresarial del Estado, tal como se desprende del artículo 19 Nº 21 de la Constitución, ya citado.




    Esta norma está ubicada junto al derecho a la libre iniciativa en materia económica de los particulares, lo que no es antojadizo, ya que la Constitución privilegia el emprendimiento privado, de tal manera que no se creen empresas estatales que limiten la actividad particular. Hoy, una empresa de telecomunicaciones o de distribución eléctrica perteneciente al Estado sería impensable con nuestro sistema constitucional, y además, probablemente recibiría el rechazo de la casi totalidad de los sectores sociales.




    Para permitir la participación del Estado en una actividad empresarial, la Constitución exige en su artículo 19 Nº 21 que la ley sea de quórum calificado –aprobada por mayoría absoluta de diputados y senadores en ejercicio–, y que el régimen jurídico aplicable a la empresa estatal sea el mismo que para las compañías privadas del sector, salvo que, también por ley de quórum calificado, se permita un tratamiento especial para ella.




    El caso de Metro S.A., suscitado en 2000 entre dicha empresa del Estado y la Asociación Nacional de la Prensa AG, demuestra cómo los particulares se pueden oponer a la intervención del Estado en actividades económicas para las cuales no está habilitado por ley.




    Metro S.A. celebró durante ese año un contrato con las sociedades extranjeras MTG y MI para la edición, publicación y distribución gratuita de un diario a los pasajeros del Metro. El acuerdo le permitía ceder el uso de sus espacios físicos a estas empresas periodísticas para la distribución del diario y cobrar una renta por ello.




    Sin embargo, la renta acordada por la cesión de los espacios físicos para la distribución del diario se vinculó a la facturación mensual de las empresas MTG y MI por concepto de venta de publicidad para el diario. El Metro también participaría en un comité editorial encargado de proponer al directorio de las empresas el nombre del director del diario y de supervisar su línea editorial, lo que en definitiva implicaba una participación directa de esta empresa pública en el negocio periodístico y editorial, pasando a desarrollar por sí misma una actividad económica fuera de su giro.




    Fue así como la Asociación Nacional de la Prensa AG, conocedora de los derechos constitucionales que protegían su negocio frente a la intervención del Estado, recurrió a los tribunales mediante la interposición de un recurso de amparo económico alegando una competencia desleal por parte del Estado y el hecho de que Metro S.A. estaría desarrollando una actividad fuera de su giro, no estando por tanto autorizado para ello por la ley. El resultado fue adverso para Metro S.A., al prohibírsele editar, publicar y distribuir el diario, e incluso desarrollar cualquier negocio periodístico.2




    El caso anterior nos demuestra lo relevante que es para los empresarios y ejecutivos la protección que da la Constitución a los negocios de los particulares y su primacía frente a la acción estatal, debiendo el Estado sólo intervenir en aquellas áreas donde los privados no pueden hacerlo o lo hacen de manera deficiente. Esto, como ya señalamos, constituye la esencia del principio de subsidiariedad.




    6. Igualdad ante los tributos




    Un tributo es toda exigencia patrimonial –pago– impuesto por ley a las personas en beneficio del Estado.




    La Constitución asegura a todas las personas “la igual repartición de los tributos en proporción a las rentas o en la progresión o forma que fije la ley”, lo que tiene dos consecuencias claves. Por una parte, la “legalidad” del tributo –sólo una ley puede establecerlos– y, por otra, su “igualdad”, palabra que no mira al tributo propiamente tal –no se trata de que todos los impuestos sean iguales–, sino a la renuncia patrimonial que debe hacer quien paga el tributo a favor del Estado, de modo que estas cargas sean igualmente “pesadas” para todos los que las “soportan”.




    En el desarrollo del Capítulo IV explicaremos detalladamente los distintos impuestos –IVA, primera categoría, global complementario entre otros– y las situaciones o hechos que los originan.




    7. El trato igualitario y la no discriminación arbitraria




    La ya célebre expresión de dirigentes empresariales referida a los “lomos de toro” que se encuentran en el desarrollo de sus actividades, no es más –ni menos, desde luego– que las diversas y profusas restricciones que el empresario puede recibir en el trato económico que le otorga la autoridad.




    El punto clave que debe conocer un empresario es que la Constitución establece como un derecho la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos a personas y empresas en materia económica. El artículo 19 Nº 22 dispone que se asegure a todas las personas “la no discriminación arbitraria en el trato que deben dar el Estado y sus organismos en materia económica. Sólo en virtud de una ley, y siempre que no signifique tal discriminación, se podrán autorizar determinados beneficios directos o indirectos a favor de algún sector, actividad o zona geográfica, o establecer gravámenes especiales que afecten a uno u otras. En el caso de franquicias o beneficios indirectos, la estimación del costo de éstos deberá incluirse anualmente en la Ley de Presupuestos”.




    La palabra clave es “arbitraria”, que significa no ajustado a la razón o a la justicia, sino más bien a una decisión antojadiza y meramente caprichosa; por consiguiente, el empresario discriminado injustamente por el Estado podrá recurrir a la Corte de Apelaciones a través del recurso de protección para que concluyan las arbitrariedades de inmediato y se eliminen los “lomos de toro”.




    Tal como lo dispone la Constitución, el único que puede discriminar en Chile, en materia económica y siempre que la discriminación no sea arbitraria –es decir, que la diferenciación tenga racionalidad y justicia–, es el legislador, incluso pudiendo establecer beneficios o gravámenes en relación con algún sector, actividad o zona geográfica. Por ejemplo, en 1999, y producto de la crisis económica vivida en esa época, se modificó el DFL Nº 2 de 1960 para incentivar la construcción y motivar el crecimiento de la industria y el aumento de fuentes de trabajo, mediante una serie de beneficios tributarios para aquellas personas que pactaran créditos hipotecarios en la compra de sus viviendas. Otro ejemplo de discriminación no arbitraria lo constituye el establecimiento de Zonas Francas en regiones extremas de nuestro país para incentivar la inversión privada, la creación de empleos y beneficiar a la población local.




    8. Derecho de propiedad




    Como consecuencia de las experiencias que vivió el país en las décadas del sesenta y parte del setenta del siglo pasado, relativas a las vulneraciones a que se vio expuesta la propiedad, nuestra actual Constitución otorga al derecho de propiedad un carácter destacado y sobresaliente en el orden público económico y le entrega una férrea protección.




    Nuestra Carta Fundamental reconoce el derecho de propiedad desde una doble perspectiva. En primer lugar, consagra la posibilidad de adquirir toda clase de bienes, excepto aquellos que la naturaleza haya hecho comunes a todos los hombres –como las aguas del mar– o que, según una norma legal, deban pertenecer a la nación toda –como las plazas y calles públicas. Además, la Constitución consagra el derecho de propiedad en sus diversas especies sobre toda clase de bienes, corporales –cosas tangibles– e incorporales –los derechos–, sólo perceptibles mental o intelectualmente. Esta garantía implica una protección especial a la propiedad una vez que se ha adquirido y que, como se indicó, es pieza fundamental del orden público económico.




    Resulta importante señalar que la propiedad se consagra como un derecho y que solamente la ley puede limitar o imponer requisitos para la adquisición del dominio de algunos bienes. La autoridad no puede, a través de normas jurídicas de rango inferior a la ley, establecer dichas limitaciones, como sería el caso en que la autoridad, por medio de un reglamento, estableciera que sólo pueden comprarse maquinarias pesadas para la gran minería del cobre por escritura pública, como si se tratara de un inmueble.




    Como decíamos, el derecho de propiedad es fortalecido por la Constitución de 1980 en forma sustancial, reconociéndolo para todo tipo de propiedad, sin exclusión, como la propiedad intelectual que analizaremos más adelante. Sólo la ley –excluyendo normas inferiores– puede establecer el modo de adquirir, usar y disponer de la propiedad, así como las obligaciones que derivan de su función social.




    La expropiación de la propiedad sólo puede hacerse por ley, cumpliendo una serie de requisitos y sólo en casos de utilidad pública o interés nacional calificada por el legislador. El procedimiento de expropiación se encuentra regulado en la Constitución y, principalmente, en la Ley Orgánica de Procedimiento de Expropiación refundida en el Decreto Ley Nº 2.186 de 1978.




    Al respecto, nuestra Constitución señala en el inciso cuarto de su artículo 19 N° 24, que el expropiado puede reclamar la legalidad del acto expropiatorio ante los tribunales de justicia, pudiendo incluso suspender la toma de posesión de la propiedad expropiada, asegurando de esta manera una adecuada protección al derecho de propiedad del afectado.




    Algunos recordarán aquel largo lapso durante el cual una casa en Américo Vespucio con Tobalaba impidió la creación de la doble pista vehicular, cuestión que pudo suceder por la gran protección que se otorga al afectado por un proceso expropiatorio.




    La expropiación siempre supone el pago de una indemnización por el daño patrimonial efectivamente causado, indemnización que debe pagarse necesariamente con anterioridad a la toma de posesión de lo expropiado. El monto de la indemnización es determinado provisionalmente por un perito, a falta de acuerdo entre la autoridad y el expropiado, en base a criterios fijados legalmente. En cualquier caso, podrá reclamarse del monto ante los tribunales, los que podrán determinar en definitiva el monto total de la indemnización. Esto implica que el afectado podrá reclamar de la pertinencia de la expropiación, señalando que no se dan los supuestos que la Constitución exige para que proceda la expropiación, o bien, podrá reclamar del monto de la indemnización, advirtiendo que no se trata de un precio justo, cuestión que es la de más ocurrencia, ya que con frecuencia los individuos perciben que el valor de su propiedad es mayor que el precio ofrecido por el Fisco. Asimismo, el expropiado podrá exigir fundadamente que se le expropie la totalidad del bien que en principio se le expropiaba parcialmente.
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